PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo evalúe y produzca los correctivos y/o informes públicos que resulten necesarios respecto de lo proyectado en relación a la autovía Santo Tomé – San Francisco, a efectos de:
1. Ejecutar las obras de la autovía o autopista, según los recursos cuya disponibilidad se pueda garantizar, para que se resuelvan los graves problemas de circulación y seguridad que presenta la Ruta Nacional Nº 19. 
2. Si el proyecto oficial prevé transformar la ruta mencionada en una “autovía”, limitar la afectación y expropiación a los inmuebles imprescindibles para ejecutar esta obra.

3. En atención a los compromisos asumidos respecto de la reserva de espacios para una futura autopista, proceder a la declaración de utilidad pública de los mismos sin concretar las expropiaciones hasta que no se disponga de financiamiento seguro y de una fecha cierta para la ejecución de las obras.

4. Dar respuesta pública a los interrogantes que plantean los afectados por el proyecto, a saber: a) Que se determinen los plazos en que se procederá a las expropiaciones y a la construcción y habilitación de la obra; b) Que se expliquen los criterios generales y particulares, que se seguirán para el pago de las indemnizaciones por expropiación y en que plazos se efectivizarán los mismos; c) Los criterios generales y particulares que se seguirán para el pago de las indemnizaciones en los casos de inmuebles que como consecuencia de las expropiaciones pierdan su condición de unidad económica rentable; d) Cuales serán los costos a afrontar por el Estado (nacional y/o provincial), por la actual concesionaria de la ruta; por quienes circulen en la misma, y de corresponder, por quienes nos encontramos radicados en el área afectada al pago por contribución por mejoras; e) Que se explique con claridad cuales serán los criterios a seguir en los casos de habitantes que deban ser desplazados de sus lugares de residencia como consecuencia de las obras, en forma transitoria o permanente.

5. Si el BIRF ha aprobado el destino dado a los fondos de los dos primeros desembolsos del crédito y demás obligaciones asumidas por la Provincia.

6. Se requiere además información sobre el Estado de las gestiones realizadas por la Provincia, ante el Estado Nacional y/o el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF), a efectos de modificar el destino original del Contrato de Préstamo 4634-AR celebrado por el BIRF. con la Nación Argentina el 5 de setiembre de 2001, cuyo tercer tramo se aspira afectar a la construcción de obras en la Ruta Nacional Nº 19.

Señor Presidente:
La necesidad de encontrar soluciones a los problemas de seguridad y circulación en la Ruta Nacional Nº 19 es reconocida por todos, existiendo también pleno acuerdo en buscar la mejor de las soluciones posibles, pero sin caer en excesos que impliquen promesas de imposible cumplimiento o elaboración de proyectos sin financiamiento ni plazos definidos.

Se coincide en que la mejor solución técnica sería una autopista, pero no se disponen de elementos de juicio que permitan determinar la disponibilidad de recursos financieros, ni tampoco se sabe quien pagará en definitiva las mejoras.

Las explicaciones que se han dado a los afectados por las obras distan de llevar tranquilidad, pues se habla de expropiación de tierras para una autopista, y no se define cuando se haría la obra, ni cuando se concretarían y pagarían las expropiaciones.

No se trata de un problema menor pues muchas explotaciones rurales perderán rentabilidad si, como se ha explicado, se expropiarán hacia el Norte 90 metros a computar desde el límite actual de la Ruta Nacional Nº 19.
Todos sabemos además que para ejecutar una segunda mano, y transformar la actual ruta en autovía, las expropiaciones serían mínimas y los ahorros en expropiaciones para el Estado serían del orden de los U$S 12,5 millones. 

Si hoy se expropiaran las tierras para una posterior autopista, una franja aproximada de 90 metros por 100 kilómetros, es decir 900 hectáreas quedarían abandonadas y excluidas de la producción, generando costos de mantenimiento absolutamente innecesarios, sin contar los casos en que se deban desalojar familias por verse afectadas por las expropiaciones.

Efectuar las reservas para una futura autopista de ningún modo implica formalizar expropiaciones, sino la declaración de utilidad pública de los espacios prohibiendo nuevas construcciones a efectos de evitar sobrecostos futuros. Tampoco una decisión de esta naturaleza altera los compromisos asumidos con la Nación, pues solo se ha acordado efectuar las reservas de tierras para la autopista.

Respecto de la fuente de financiamiento públicamente anunciada, cualesquiera sea la obra, solo se cuenta con la intención provincial de gestionar una cambio de destino de un  crédito externo que gestionara la Nación con destino a la Provincia y ésta no recibiera en su totalidad.
Resultan llamativas las declaraciones del Señor Ministro de Hacienda y Finanzas, reflejadas por el diario El Litoral del 11 de julio pasado, donde afirma que la Provincia: “…decidió que estos fondos del tercer tramo de un préstamo – que era de libre disponibilidad-, es decir que estos recursos hubieran podido ser utilizados para cualquier tipo de gastos (como cancelar deudas u otras reformas) fueran asignados íntegramente a la financiación de la autovía”
El Contrato de Préstamo Nº 4634- AR – BIRF no fue tomado por la Provincia sino por el Estado Nacional con destino a la Provincia y con un objetivo definido que incluye:

1. Lograr y mantener los presupuestos del sector público provincial en equilibrio;

2. Disminuir el ratio de gastos de personal del sector público provincial a ingresos corrientes;
3. Mantener o disminuir el ratio de stock de deuda del sector público provincial a ingresos corrientes del sector público provincial;

4. No contraer deuda para financiar gastos corrientes del sector público provincial con excepción de ciertas circunstancias limitadas;

5. Mejorar en general la disciplina fiscal, financiera, contable y presupuestaria del sector público provincial de forma tal que sea coherente con sus constituciones;

6. Participar en el Sistema Nacional de Inversión Pública;

7. Lograr mayor eficiencia y efectividad en el gasto público provincial, en particular en los sectores salud y educación de manera, de manera que todo esto sea coherente con las políticas nacionales;…

Resulta claro que el destino del crédito es determinado y resulta necesario conocer si se han cumplido los compromisos asumidos y el destino dado a los fondos recibidos en los dos primeros desembolsos.

Para cambiar el destino del tercer tramo no desembolsado la Nación, tomadora del crédito, debe realizare gestiones ante el BIRF. las que una vez aprobadas, posibilitarían el cambio de afectación de los fondos del tercer tramo del crédito.
En este contexto, se impone que el Poder Ejecutivo informe sobre lo actuado en este aspecto, cuestión sustancial que condiciona el financiamiento de la obra que se anuncia.

Como comprenderán los Señores Diputados los interrogantes que se plantean los afectados por el proyecto son importantes y básicos, a los que se suman otros que hemos incluido y que nos generan dudas.

Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto.

